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(Sin corregir) 


Señor Representante Mario Silvera. 


Señores Representantes Gerardo Amarilla, Zulimar Ferreira, Aldo Guerrini, Gustavo 
Magallanes, Susana Pereyra y Darío Pérez Brito. 


Señor Representante Julio Balmelli. 


Por Complejo Habitacional CAFE 6, Viviendas del Puerto: señores Walter Pintos, Julio 
Figueredo y Carlos Garrido. 


Por el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente para América Latina y el 
Caribe, señora Margarita Astrálaga (Directora) y señor Diego Martino (Coordinador 
Nacional de Uruguay). 


SEÑOR PRESIDENTE (Silvera Araújo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se lee:) 


"La Comisión Directiva Nacional de la Asociación de Escribanos del Uruguay solicita una audiencia con el 
fin de colaborar jurídicamente sobre proyectos a estudio en esta Comisión.- La agrupación de Trabajadores 
de Meteorología Nacional solicita entrevista con el fin de expresar sus inquietudes en relación al destino de la 
Dirección Nacional de Meteorología y de sus necesidades.- Centro Interdisciplinario para el Manejo Costero 


Integrado del Cono Sur de la Universidad de la República, presenta posibles aportes al Proyecto de Ley de 
Directriz del Espacio Costero, con la finalidad de que puedan ser considerados.- Integrantes de FUCVAM del 
departamento de Soriano solicitan entrevista con la Comisión con el fin de realizar un planteamiento de sus 
inquietudes". 


——- La delegación de la Comisión Administrativa del Fondo de Vivienda para Trabajadores de la Industria 
Gráfica comunicó a la Secretaría de la Comisión que no podían concurrir en el día de hoy, por lo tanto, se 
pospone la entrevista. 


La señora Anabela Lauz del Ministerio de Desarrollo Social, quien también iba a concurrir en el día de hoy 
para exponer la opinión de dicho Ministerio en cuanto al proyecto de ley de viviendas destinadas a víctimas 
de violencia doméstica, tampoco lo hará ya que aún no está pronto el informe, por lo tanto realizaremos la 
reunión más adelante. Estaba previsto para la tarde recibir a la Directora y representante del Programa de 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente para América Latina y el Caribe, la señora Margarita Astrálaga, 
pero dado que se canceló la concurrencia de estas dos delegaciones, se hicieron las gestiones 
correspondientes, a los efectos de que concurriera hoy a la hora 11 


De manera que ahora recibiremos a la delegación del Complejo Habitacional "CAFE 6, Viviendas del 
Puerto", luego a la señora Astrálaga y queda sin efecto la reunión de la tarde. 


Quiero agradecer las gestiones que hicieron en la noche de ayer, tanto el Secretario como la Prosecretaria, 
para darle más contenido a esta sesión, ya que casi a última hora se comunicó que estas dos delegaciones no 
podían concurrir. 


(Ingresa a Sala la delegación de "CAFE 6, Viviendas del Puerto", integrada por los señores Walter Pintos, 
Julio Figueredo y Carlos Garrido) 


——- Para la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente es un gusto recibirlos a los efectos de que 
nos planteen su situación actual. 


SEÑOR GARRIDO.- Venimos por el tema del Fondo Nacional de Vivienda que salió en el año 1967. 
Según ellos, hoy tenemos una Comisión liquidadora, manejada por el abogado Izuibejeres y otro más, 
y nosotros pensamos que se están haciendo cosas que no están bien. 


En primer lugar, las viviendas han pasado al Banco; vamos al Banco y no estamos. Queremos saber cuánto 
debemos; no se sabe, está en unidades reajustables. Además, contrataron un estudio jurídico a donde mandan 
a cada persona que quiere arreglar su situación. 


SEÑOR PINTOS.- Es un placer que nos reciban. 


Somos un grupo de vecinos que estamos inquietos por el problema de "CAFE 6". 


Existe la Ley_N” 13.322 del grupo de viviendas. Los once complejos habitacionales fueron creados en 1967 
por un convenio de salarios y tendría que figurar un 8% de lo generado dentro del recinto portuario que viene 
a ser, por la parte recaudadora, el Centro de Navegación, que son los patrones antiguos y actuales. Hoy en día 
son los mismos patrones. Ellos pagaron, aportaron el 8% hasta 1992, momento en que se aprobó la Ley 
Nacional que nos sacó a los estibadores del Puerto. Pero la ley no se abolió, siguió andando. Y ellos pensaron 
que podían hacer lo que quisieran: "No pagamos más, somos los dueños del Puerto y ya está". Creo que no es 
así, que la ley es pareja para pobres y ricos. 


Hoy en día el Centro de Navegación tendría que haber aportado unos US$ 200:000.000 de lo generado del 
8%. Desde el año 1992 hasta la fecha no aportaron ningún peso y, según ellos, tampoco van a hacerlo. 


Estos dos abogados —eran tres; uno falleció se creen dueños. Fueron puestos por el Gobierno de Batlle y 
continuaron en los dos Gobiernos del Frente Amplio. Lo que me extraña es que fueron nombrados por el 
Ministerio de Vivienda y que el Ministerio haga caso omiso de lo que está pasando; porque son dueños y 
señores. Están vendiendo y comprando casas. Este librito que tengo en mis manos, que es una ley, para ellos 
no existe. Y yo pienso que acá va a haber una desgracia, por eso hemos venido. Anduvimos por todos lados. 


El último eslabón es el Parlamento, porque este librito fue votado por el Parlamento, y yo pienso que un 
abogado de quinto grado lo primero que tendría que hacer es respetar lo que está escrito, no tirarlo a un 
costado y hacer lo que quiera. Pienso que no es así. 


Tuve una discusión hace dos años cuando fui a arreglar un problema personal. Estuve en la Comisión de 
Vivienda y funcionaba mal. Antes se podía solucionar algún problema de pago; se buscaba una solución, no 
se le decía: "te echo para fuera y acá no hay tu tía; soy abogado y hago lo que quiero". Nadie dice nada. El 
Banco Hipotecario hipotecó a todas las viviendas. Estamos todos hipotecados; sin embargo, vamos al Banco 
y no existimos. Tuve oportunidad de hablar con todos. Al último lugar al que concurrí fue a la Agencia 
Nacional de Vivienda y me dijeron lo contrario que los abogados: que las viviendas habían pasado para ahí. 
Voy ahí y me dijeron que ahí las viviendas no estaban. En el Banco Hipotecario me dijeron que las viviendas 
habían pasado para la Intendencia. Lo que la Intendencia está haciendo ahora es adjudicar las viviendas a los 
empleados de la Intendencia, cobrándoles un alquiler por tres años. A los tres años cae el sistema de embargo; 
por lo tanto, el Banco recupera la vivienda sin deuda y la adjudica como propietarios. A mí, como a todos, me 
pone un contrato de "goce y use" y estoy hipotecado. Pero cuando voy a hablar con estos señores no me 
dicen cuánto debo, qué estoy pagando, cuánto se está pagando en el Banco; no dicen una palabra. La 
respuesta de ellos es: "Acá mandamos nosotros y estamos puestos por el Ministerio". 


Esa es nuestra inquietud. ¿Quién está mandando? ¿Dos abogados? ¿Quién va a intervenir en esto? Porque 
para mí, que soy un analfabeto, es una estafa tremenda y acá hay mucha gente metida. Porque no puedo creer 
que el Banco Hipotecario haya aceptado que un abogado le compre la vivienda. Por ejemplo, él pagó 

US$ 20.000, yo le doy US$ 10.000, y por la necesidad de venderla, los acepta y se va. Ellos se la venden al 
Banco. A mí me la venden en 2.800 unidades reajustables, pero al Banco la entregan en 1.200 UR; 
supuestamente por la deuda que hay. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- ¿Puede repetir el nombre de los abogados? 
SEÑOR GARRIDO.- Uno es Izuibejerez, que fue puesto por el Ministerio. 


SEÑOR PINTOS.- Además, cuando ellos entraron, echaron a la Comisión de Vivienda que había, 
echaron al Cuerpo Jurídico. Echaron a todo el mundo, y quedaron solo ellos, porque supuestamente 
iban a bajar los costos. Yo fui uno de los que aplaudió, porque pensé que dos abogados uno de quinto 
grado iban a hacer las cosas bien. Había líos pero dentro de todo uno podía arreglar situaciones de 
deuda. Ahora no, el que debe va para atrás y no hay tu tía. Por un lado, escucho en televisión una 
propaganda grandísima de la vivienda y, por otro, me mandan al cantegril. La verdad es que estamos 
viviendo en un Uruguay al revés. En mi pensamiento, por lo analfabeto que soy, veo que estamos 
viviendo al revés: decimos una cosa y hacemos otra. 


Queremos que el Parlamento investigue, y se va a encontrar con muchas sorpresas, más allá de lo que 
estamos diciendo nosotros. 


A ellos les están descontando $ 10.000 por mes. En Carrasco se paga una vivienda con $ 10.000 por mes. 
Fueron a refinanciar la deuda que tenían y ahora es el doble. El embargo de las viviendas era de fase seis a 
fase once. Se sacó un préstamo en el Banco para hacer la fase once; como la joda era monetaria embargaron 
esa parte, cinco complejos. Pero de la fase uno a la fase cinco no teníamos embargo; las viviendas se hicieron 
con fondos propios. Cuando llegaron estos señores pusieron todo en la misma bolsa. 


Antes, había un Cuerpo Jurídico que funcionaba bien, porque se podía hablar con un abogado o un escribano 
y si iba una mujer sola le hablaban bien, como corresponde, pero ahora no. Si va una mujer sola, sale de allí 
destrozada y llorando porque este abogado le dice cualquier cosa, menos que es linda. Ellos son dueños y 
señores y nadie las defiende. 


A mí me operaron del corazón y estuve dos años sin pagar. Con ellos no pude arreglar; me dijeron: "O pagás 
o te vas". Le dije a mi mujer que iba a hacer lo más sencillo que hay: los voy a limpiar a los dos. Mi señora 
no quiso y fue ella. La atendió una de las secretarias y la mandó a un estudio jurídico privado, Grupo CIR, en 
18 de Julio. Creo que uno de los abogados de allí se llama González. Antes, el estudio jurídico estaba dentro 
del Complejo y no se pagaba un peso; ahora, nos cobran los alquileres y todo va a este Grupo, que es uno de 
los más caros que hay en Montevideo. Quiere decir que la deuda no significa nada; no se ve un peso. 


Además, no sabemos cuánto hay de deuda porque si uno va a averiguarlo, no se lo dicen. Antes, en el tiempo 
de la dictadura, había un Capitán que ponía en el pizarrón el estado de cuentas, la plata que aportó o generó 
cada persona por mes. Aparecieron estos señores y el sistema que había desapareció. Ellos son dueños y 
señores de hacer lo que quieran 


Por eso, hemos logrado llegar hasta acá. Agradezco que nos hayan recibido. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Este tema es muy complejo y hay deudas enormes. Usted dice 
que no pagó porque tuvo un problema del corazón —-y yo le creo, pero hay gente que no pagó durante 
muchísimos años. Cuando uno tiene acceso a una vivienda, tiene que pagar como lo hacemos todos; es 
el compromiso que asumimos con el Banco. Pero además, cuando uno no paga se generan moras, que 
es lo que se debe estar pagando porque las moras son peores que la deuda original. Por eso, algunas 
viviendas que eran de interés social y no estaban en zonas muy cotizadas se pasaron a la Agencia 
Nacional de Vivienda en distintos fideicomisos. Me extraña que no lo encuentren. 


Una de las cosas que me preocupa y lo quiero decir con mucho énfasis es que usted hace una denuncia de 
destrato de abogados que representan al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; 
por ejemplo, nombró al abogado Izuibejeres. Quiero que eso se formalice porque se está planteando que un 
funcionario de Gobierno destrata a la gente. Una cosa es que uno vaya a un lugar, no le digan lo que quiere 
escuchar y le manifiesten: "Usted debe tanto y tiene que pagarlo". Puede ser frío y crudo. Pero usted dice que 
le faltaron el respeto a la señora; eso queda en la versión taquigráfica y es otro cantar. A veces, cuando uno va 
a esos lugares no escucha lo que quiere. Uno va con la esperanza de pagar y rescatar algo y le dicen: "No, si 
no paga tanta plata se tiene que ir". Ese es un tema. Si hay falta de respeto es otro tema; si un funcionario que 
tiene que atender al público destrata, estamos en problemas. 


Sé que en el período pasado se resolvieron algunos casos. Me consta porque yo actué. A la gente se le dijo 
que hiciera una propuesta y que pagara lo que pudiera, de acuerdo con el ingreso que tenía. Se hizo un 
llamado; a veces no todos se enteran de esas cosas. Me consta que hasta el período pasado la situación se 
podía resolver, tomando en cuenta la situación con mucha flexibilidad. Después se habrá pasado a otra etapa. 
Igual esto es preocupante, porque si uno es un laburante, se genera la vivienda y después la pierde, es 
complicado. 


Si mal no recuerdo, para hacer cada uno de los complejos se pedía otro préstamo; se hipotecaba el que ya 
estaba hecho, y con eso se hacía uno más, y así sucesivamente. ¿Es así? 


SEÑOR PINTOS.- No es así. La versión está un poco desfigurada. Desde la fase uno hasta la fase cinco 
fueron hechos con fondos propios. Después se hizo la fase seis con la mitad del sueldo de la gente que 
trabajaba en estiba y la mitad del Banco Hipotecario. La deuda se generó en la fase once. Allí sí todo se 
hizo con plata del Banco Hipotecario. Eso de que se armaba un edificio y se generaban deudas, es todo 
una mentira y una sinvergiienzada. Esto no es de ahora; viene desde hace muchos años. 


Pensé que al intervenir el Estado no iba a haber fines de lucro, pero hoy sí los tiene porque yo compro la 
vivienda y la vendo al Banco Hipotecario; no la entrego como deuda generada, la vendo al Banco en tantas 
UR. A mi juicio, el fin es de lucro. La señora Diputada dice que generaba deudas, pero no es así. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Lo que estoy diciendo es distinto. Usted me aclara que no se 
embargaba a uno para obtener el préstamo de construcción del otro. ¡Mejor todavía! 


¿Quiénes son los que compran? ¿Cuáles son los dos abogados que compran? ¿Izuibejeres está entre ellos? 
Allí hay algo raro; él no puede comprar porque es abogado del Ministerio. A partir de lo que plantean los 
vecinos, aconsejo citar a quien corresponda del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente para que pueda dilucidar todo esto. El abogado Izuibejeres no puede comprar nada porque es quien 
representa al Ministerio. Es abogado del Ministerio de Vivienda, así que estamos en un problema si compra 
viviendas. 


La Comisión debe averiguar si esto está en la Agencia Nacional de Vivienda, en el Banco Hipotecario o en el 
propio Ministerio, ver cuál es la situación general y trasmitir la preocupación que nos plantean los vecinos. 


¿Cuánta gente hay con deuda grande que no puede pagar? ¿Cuántos son los afectados? 


SEÑOR GARRIDO.- No lo sabemos porque hay muchos complejos que tienen hasta diecinueve 
viviendas vacías; ya fueron desalojadas. Además está la gente que se viene presentando. No sabemos la 
cantidad exacta. 


Volviendo al tema de los CAFE 1 al 5, como decíamos, esto fue creado por un fondo social. En el año 1984, 
cuando volvimos a la democracia, hubo una mano negra que nos pasó el Banco Hipotecario, en UR. Allí se 
otorgó el famoso préstamo que nos dio el Banco Hipotecario, con nuestra propia plata. Nunca nos informaron 
cómo pasó. La ley dice que se crea un fondo social, sin fines de lucro; se hizo en el año 1967 y se promulgó 
en el año 1969. En 1984, pasamos al Banco Hipotecario y de allí en adelante se hicieron los complejos 5, 6, 
7, 8,9, 10 y 11 con préstamos del Banco de hasta un 70% y el 30% restante lo ponían los trabajadores. La 
plata de los trabajadores nunca se vio. Hoy, estamos embargados los once complejos. Los que ya estaban 
liberados por el fondo social, también están embargados. 


Cambiando de tema, el año pasado me presenté a hablar con el abogado Izuibejeres, quien me atendió y me 
dijo que mi estado de cuenta estaba al día, que llevaba pago US$ 40.000 y que si me iba me daba 

US$ 21.000. Le pregunté: "¿Cuánto me queda para pagar?" Me respondió: "US$ 34.000". Estamos hablando 
de enero de 2010. 


Seguí trabajando y nunca pasé el límite del salario. Cuando firmé el contrato, lo que iba a pagar de cuota era 
el 20% de mi salario. Cada vez que cambiaba de empresa dentro del Puerto, yo me presentaba y ellos siguen 
cobrando. Me cobran una mora. En el recibo de sueldo figura $ 73 por mes de mora; eso es lo de menos. Lo 
que digo es que cuando me presenté y hablé con el abogado Izuibejeres, me dijo que llevaba pago 

US$ 40.000, que me faltaban US$ 34.000 y que si me iba me daba US$ 21.000. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- ¿Dónde está ubicado CAFE 6? 

SEÑOR GARRIDO.- En Pilar y Rosario, Camino Maldonado, kilómetro 11. 

(Diálogos) 

SEÑOR PINTOS.- La señora Diputada Pereyra dijo que ellos no podían comprar. 

SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- No pueden comprar, salvo que sea a nombre del Ministerio. 


SEÑOR PINTOS.- No. Ellos compran a nombre de CAFE. Más allá del Ministerio, ellos están 
haciendo una intervención; intervinieron a CAFE. Yo pienso que cuando ellos compran la vivienda, lo 
hacen a nombre de CAFE y no del Ministerio. 


El procedimiento que utilizan es juntar toda la plata de los inquilinos de todos los complejos y con eso 
compran dos viviendas al mes. Esa posibilidad no existe en la reglamentación y si vendieran una vivienda, 
tendría que comprarla el Fondo y darle el 50% al momento de firmar la compra y el otro 50% al momento de 
adjudicar. Además, no puede ser adjudicada a personas extrañas, sino que deben pertenecer a los estibadores, 
porque es un fondo social hecho por un convenio salarial; no es un fondo social tapado con un préstamo del 
Banco Hipotecario. Si compran una vivienda, tienen que hacer un sorteo para que otros estibadores tengan 
acceso a la misma; no deben entregarla al Banco Hipotecario. 


Nosotros pagamos para que ellos entreguen la plata al Banco Hipotecario para pagar la deuda. Si yo o 
cualquiera de mis compañeros vamos al Banco Hipotecario, nadie nos dice nada; de la deuda no hablan. En el 
tiempo en que Piperno era Presidente del Banco Hipotecario, nos juntamos de los once complejos y fuimos a 
hablar con él fue con nosotros uno de los principales arquitectos de CAFE, y ni siquiera Piperno nos supo 
decir a cuánto ascendía la deuda. Por eso digo que hay algo más grande. 


Ellos podrán venir al Parlamento, pero los abogados saben disfrazar las cosas. ¿El Ministerio de Vivienda no 
controla, no va a verificar lo que se dice en el informe que se hace sobre CAFE, una cosa intervenida? ¿O 


Fulano de tal hace un informe y el Ministerio, como lo ve bien, lo deja y lo archiva? Hace diez años de esto y 
en ese tiempo no hicieron nada. Están jugando con 500 familias. 


La señora Diputada Pereyra también se refirió a la deuda generada con los inquilinos dentro del complejo. 
¿Sabe por qué se generó una deuda? Porque una ley nos sacó del Puerto. En ese momento éramos jóvenes, 
teníamos entre veintitrés y veinticuatro años. Hoy en día, el más joven tiene sesenta años, y esas personas, 
lamentablemente, en este país no consiguen trabajo. Con cincuenta años somos viejos en este país. Eso me 
pasa a mí. Estoy fuera del Puerto, no tengo trabajo y tengo una familia para mantener. Entonces, si agarro 

$ 20, tengo que elegir entre pagar mi casa y comer. Dentro del complejo también hay gente que gana mucha 
plata y no paga, pero ese es otro cantar. Además, son los menos; la mayoría no tiene trabajo y no puede pagar. 
Está el caso de una señora que tiene una enfermedad muy grave, debe unos tres años, y el marido fue a CAFE 
para ver cómo podía pagar. Y le dijeron: "Pague todo o se va para la calle". El otro día le dije que no fuera 
más, porque se va a enfermar, va a morir. Lo mismo me pasó a mí. Entonces, no es como dicen los abogados. 
Una cosa es decir acá que está todo bien y, otra, es hacerlo allá. La única solución que hay es el Grupo CIR. 
A esta gente sí le va a dar a una solución, porque me dieron la solución a mí. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Me gustaría saber qué es el Grupo CIR y que explicara un poco 
cómo encontró la solución ahí. 


SEÑOR PINTOS.- El Grupo CIR es un grupo administrador de bienes y CAFE lo contrató para 
encargarse de todos estos casos de deuda, cuando, para mí, si está intervenido, el que tendría que 
hacerse cargo de eso es el Ministerio, porque tiene su grupo jurídico. No le veo sentido a eso. De todas 
maneras, si uno va con estos abogados del Grupo CIR, arregla el problema, porque ellos buscan 
soluciones, pero con los de CAFE no hay solución alguna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los integrantes de la Comisión están de acuerdo, proponemos remitir la 
versión taquigráfica de esta reunión al Ministerio de Vivienda, al Banco Hipotecario y a la Agencia 
Nacional de Vivienda, y una solicitud de concurrencia de las autoridades involucradas en este tema a 
los efectos de que nos expliquen todos los puntos que ustedes han planteado aquí. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


——— Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Me parece que, junto con las autoridades del Ministerio, también tienen que 
venir los administradores de CAFE. Si no, después tenemos que esperar a que las autoridades del 
Ministerio se comuniquen. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Estoy de acuerdo, pero pienso que deberíamos recibir a las 
autoridades del Ministerio, por un lado, y a la gente de CAFE, por otro. 


De todas maneras, es bueno señalar que si bien nosotros tenemos potestad para citar a las autoridades del 
Ministerio, no sucede lo mismo con la gente de CAFE. Es decir que solo los podemos invitar. 


SEÑOR PRESIDENTE. Por lo tanto, también vamos a invitar a los representantes de CAFE, aunque 
no tienen obligación de concurrir. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Si CAFE está intervenido por el Ministerio, depende directamente del 
mismo. No entiendo cuál es el misterio. No está intervenido por privados, sino por el Ministerio. Lo que 
estoy pidiendo es que vengan las autoridades que tengan que ver con eso y los interventores de CAFE. 
Que vengan juntos o separados, pero que vengan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si CAFE está intervenido, los interventores tendrían que ser personas 
públicas. Por lo tanto, en ese caso no habría problema para citarlos. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Me parece que también sería bueno invitar a los abogados del 
Grupo CIR. 


SEÑOR PINTOS.- La intervención es del Ministerio de Vivienda. Por lo tanto, esas personas son del 
ámbito público. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es medular que los representantes de CAFE estén en la Comisión 
porque, si no, estaría faltando una pata fundamental del tema. 


SEÑOR PINTOS.- Ellos hicieron una Comisión liquidadora de CAFE. No sé por qué liquidadora, pero 
igualmente, si nombraron una Comisión interventora por un sistema de estafa —que lo hay, porque si 
vamos al fondo, esto es un sistema de estafa, yo no puedo creer que dure diez años. Si es una Comisión 
liquidadora, como dicen, lo tendría que haber liquidado en dos años. 


Hago entrega a la Comisión del Reglamento original de CAFE y una reforma que se hizo en diciembre de 
1983. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, solicitaremos la presencia en esta Comisión de las autoridades 
vinculadas con el tema del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, del 
Banco Hipotecario, de la Agencia Nacional de Vivienda, de CAFE y del Grupo CIR. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Quiero hacer algunas precisiones. 


El señor Pintos dijo que los únicos receptivos, que atienden y facilitan las cosas son los del Grupo CIR y no 
la gente del Ministerio. ¿Es así? 


SEÑOR PINTOS.- Efectivamente. A mí me pasó. Ahora es mi señora la que hace las gestiones, la 
atienden y hasta nos llaman para decirnos cómo van los trámites. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para nosotros es muy valioso que hayan concurrido a la Comisión. 


Es bueno que sepan que, como Parlamento, no tenemos la potestad de resolver, porque esas son funciones 
ejecutivas que corresponden al Ministerio, al Banco Hipotecario, etcétera. Sin embargo, a través de esta 
Comisión sí se pueden obtener las respuestas de los distintos actores involucrados en el tema. Luego de tener 
esa instancia con todos estos organismos enviaremos a ustedes la versión taquigráfica de lo acontecido. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Es cierto que no tenemos potestades dentro del Ministerio 
porque es quien define, pero sí tenemos la potestad, como legisladores, de controlar su gestión. 
Entonces, en ese marco es que vamos a actuar. Y una vez que tomemos conocimiento de lo que está 
sucediendo en el Ministerio les haremos llegar nuestra opinión. 


SEÑOR PINTOS.- Si el Centro de Navegación hubiera pago los despidos, me darían los títulos y se 
terminó, porque la cifra que deben es impagable. Si esos señores hubiesen pagado, no estaríamos en 
esta situación, y si este señor hace un acuerdo político con el Ministerio o con quien sea, sería lo mismo 
que el acuerdo político que hicimos nosotros, en su momento, para irnos del Puerto. 


SEÑOR GARRIDO.- Quisiera saber si como parlamentarios que son pueden asesorarnos con respecto 
a cuánto tiempo más tendría que seguir pagando. No alcancé la mitad de la deuda y soy buen pagador. 
Porque llevamos dieciocho años desde 1993 hasta ahora y seguimos pagando igual, con el descuento de 
todas las empresas y superando abiertamente la cuota que ellos nos ponen, que es de $ 3.500. Lo que 
generamos desde 1978 hasta 1992 tampoco se nos descontó. ¿Cuánto tiempo tendría que seguir 
pagando un buen pagador? Cuando fuimos a replantear el tema nos dijeron que si quería pagar nos 
metían en el embargo de las casas vacías que hay. Hay diez casas, entregaron dos, pero me hacen la 
liquidación por diez. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo lo que ustedes nos han planteado lo vamos a remitir, a los efectos de que 
las autoridades nos digan si tienen que seguir pagando y por cuánto tiempo, de acuerdo con la 
reglamentación que tengan, en este caso, el Ministerio o el Banco Hipotecario. Me parece muy atinada 
la pregunta y estará dentro de la temática a plantear a las autoridades cuando concurran a la 
Comisión. 


Les agradecemos la presencia y esperamos que todo pueda llegar a buen término. 


(Se retira de Sala la delegación de CAFE 6) 


(Ingresan a Sala la Directora y Representante Regional del Programa de Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente para América Latina y el Caribe, Margarita Astrálaga, y el Coordinador Nacional de Uruguay, 
Diego Martino) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un gusto para esta Comisión recibirlos y escuchar su exposición, a los 
efectos de nutrirnos y para el desempeño de esta Comisión en temas tan importantes, como el que hoy 
vienen a abordar. 


SEÑORA ASTRÁLAGA.- Quiero agradecer esta oportunidad porque desde el PNUMA-Programa de 
Naciones Unidas de Medio Ambiente consideramos que los parlamentarios poseen un poder 
terriblemente importante y básico para alcanzar el desarrollo sostenible de todos nuestros países, ya 
que los Diputados, los Senadores y los Congresistas son los que hacen las leyes, las defienden y ayudan 
a que salgan adelante. 


En Latinoamérica nos diferenciamos mucho de los países anglosajones, con herencia británica, que tienen 
todo en un "deal" y lo siguen al pie de la letra. Tenemos legislaciones concretas, decretos y regulaciones hasta 
el mínimo detalle, pasando luego a las resoluciones. Por ello, pensamos que es muy importante tener un 
diálogo muy abierto. Trabajamos mucho con el Parlatino, con la Comisión de Medio Ambiente, pero también 
a nivel de país tratamos de tener estos diálogos y ofrecernos para que el diálogo continúe. Es una oportunidad 
y es importante profundizar. 


En este momento, en la agenda ambiental internacional, lo que es más importante para nuestra región es la 
reunión de Río+20 que será en junio de 2012 en Río de Janeiro, veinte años después de la reunión de Río 
sobre desarrollo sostenible y cuarenta años después de la de Estocolmo, cuando por primera vez se empezó a 
hablar de medio ambiente y cuando se creó el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente. Para 
esta reunión de Río de Janeiro los temas en la agenda son la economía verde en el marco del desarrollo 
sostenible, la gobernanza internacional para la gestión y el alcance del desarrollo sostenible y los temas 
emergentes, además de una evaluación muy rápida sobre qué ha pasado desde Río de 1992 hasta la fecha. 


Uno de los temas en los que hemos estado trabajando en el PNUMA desde 2008 es el de economía verde. Al 
respecto, también estamos trabajando con otras agencias de Naciones Unidas —como la Support and Good 
Institutions— y con universidades, técnicos y expertos de muchos países. 


No sé si han oído hablar de economía verde. Para los que somos científicos el verde tiene un sentido, porque 
normalmente la naturaleza es verde; la marina es azul. En las islas del Pacífico hablan de la economía azul, 
porque dependen de la pesca, de los recursos del mar. Nosotros, que tenemos grandes países terrestres, 
hablamos de economía verde. Se trata de garantizar que el desarrollo económico vaya de la mano con la 
protección del planeta de forma sostenida. 


Dentro de ese paquete de economía verde se han hecho evaluaciones en varios sectores de la economía: en el 
energético, en el agrícola, en el de turismo. Se han tomado diez sectores claves de la economía, a fin de saber 
qué se necesita para lograr que ese desarrollo sea más eficiente y en el que todos podamos ganar: los que 
estamos interesados en el medio ambiente y en las futuras generaciones y los que están interesados en hacer 
dinero porque, evidentemente, el interés del sector privado es el éxito desde el punto de vista económico. 


Uno de los sectores que tiene bastante interés para ustedes es el de viviendas y ciudades sostenibles. Según 
nuestra experiencia, las poblaciones de más bajos recursos, las que tienen un mayor nivel de pobreza, son las 
más vulnerables y las que padecen mayores problemas de vivienda. Una buena parte de la población de 
América Latina reside en viviendas que no cumplen con los mínimos estándares requeridos para que sean 
humanas. Estamos haciendo un gran esfuerzo para promover una iniciativa sobre la concepción de viviendas 
sostenibles para los sectores sociales más vulnerables. 


Tenemos un proyecto bastante exitoso en San Pablo, Brasil, que trata de mover ciudadanos de las favelas 
hacia estas nuevas urbanizaciones sostenibles. Así todo el mundo ha ganado. Estas urbanizaciones tienen un 
sistema de eficiencia energética muy importante. Usan paneles solares, reutilizan el agua; los sistemas para 
manejar el agua son muy eficaces y los materiales de construcción son locales, beneficiando también a los 
lugareños y entrenándolos para que construyan las viviendas. Son albergues que permiten a la comunidad 
tener una integración social, porque en las favelas las bandas se empiezan a organizar con niños muy 
pequeños. También tienen cancha de fútbol, de basquetbol y un parque para los más pequeños. Asimismo, 
tratamos de que puedan pagar por los servicios básicos. En muchas de estas nuevas urbanizaciones, cuando 
se mudaban las personas de las favelas, a los seis meses los desalojaban porque no habían pagado las cuentas 
de la luz o del agua, ya que eran muy caras. Eso nos hizo entender que es muy positivo que la gente de clase 
media con recursos tome medidas para tener más eficiencia energética y un mejor manejo del agua en su 
casa. Esto es muchísimo más importante para la gente de bajos recursos porque pierden todo. Si no tienen un 
sistema eficiente en la construcción de su vivienda, no la pueden pagar. 


Esto se ha aplicado en todos los sectores. Por ejemplo, el sector de energía es básico para todas las 
actividades de la economía. Hay que dar energía a todos los sectores y ahorrar donde se está desperdiciando. 
El desperdicio de energía en América Latina asciende a millones de dólares. Bolivia recientemente adoptó 
una nueva política por la que todos los edificios públicos del Estado cambiaron sus bombillas por unas 
eficientes. En un año el Gobierno de Bolivia ahorró 30% en sus costos de energía. Además, como se hizo una 
compra única se pudo negociar un precio bajísimo. Si uno las compra en el supermercado, paga US$ 3,5, y 
ellos las negociaron en US$ 1,25 por comprar como mayoristas. 


Hay medidas que muchos países están tomando, algunos por necesidad, porque no tienen alternativa y, otros, 
porque se dan cuenta de que ganan todos; gana el país y el presupuesto que tenían lo invierten en otras 
actividades sociales que tal vez sean más importantes que pagar esa energía. 


Esto forma parte de la gran discusión que ha habido en cuanto al sistema internacional sobre economía verde. 
Algunos países consideran que el término no les satisface. No quieren que se llame economía verde porque 
no se entiende lo que es. En algunos países se cree que el "greenwashing" es un lavado por fuera de empresas 
que van a decir que son sostenibles, pero en realidad no están haciendo nada. Lo importante es lo que está 
dentro del concepto, y es que todo el ciclo de vida de producción de cualquier cosa se debe hacer teniendo en 
cuenta la sostenibilidad energética, la sostenibilidad del agua y el trabajo digno y decente para los empleados. 


Tenemos varios documentos sobre estos temas, en particular un resumen ejecutivo en español, que esperamos 
lean -aunque consta de capítulos bastante extensos para cada sector-, en los que se explica cómo se puede 
hacer esta transformación. 


Un tema bastante interesante con respecto a esto es que en muchos países de la región el propio sector 
privado está pidiendo una nueva legislación, aunque algunos están tratando de hacer los cambios. Ellos 
mismos, como empresarios, sienten que están en desventaja si no hay una legislación nacional que ampare a 
los que están haciendo bien el trabajo. Por ejemplo, una empresa contaminante tiene un costo menor porque 
bota al mar o al río los residuos sin tratar y las que tratan sus residuos tienen un mayor costo. Tendría que ser 
obligatorio que todos no tuviéramos que botar aire contaminado, agua contaminada o residuos sólidos 
contaminados. El hecho de que las leyes nos obliguen a todos a estar en este mismo nivel de producción 
limpia, hace que la situación del país vaya cambiando. 


Lo mismo ocurre con las compras del Estado. América Latina es la región más avanzada en las estrategias de 
compras sostenibles. Uruguay está a punto de finalizar su estrategia de compras sostenibles del Estado. 
Obviamente, en Uruguay habría un gran impacto si el Estado dijera: "De aquí en adelante vamos a usar papel 
que no use cloro". Uruguay posee la planta más moderna en ese sentido y tiene una gran ventaja, pero a veces 
llega el papel chino, que es más barato que el que se produce bien. El Estado puede decir que no va a 
comprar más papel con cloro, papel higiénico con cloro o papel para secarse las manos que viene de China y 


es mucho más barato, porque eso tiene un impacto sobre el medio ambiente. Así, en todos los sectores, vamos 
viendo la influencia que puede tener el Estado en tomar decisiones sobre qué compramos para utilizar en 
nuestras actividades diarias. 


Parte del temor que algunos países han expresado es que podría ser que si en Río+20 se acuerda una hoja de 
ruta sobre economía verde, habría una obligación de comprar tecnologías de países desarrollados. Sin 
embargo, si observamos quién es hoy el mayor productor de paneles solares, advertimos que es China. O sea 
que si quisiéramos pasar a tecnologías nuevas, no vamos a comprar en países desarrollados. Si quisiéramos 
pasar a la energía eólica, el mayor productor de molinos de viento del mundo es India; tampoco es una 
tecnología europea o norteamericana. 


Tenemos ejemplos de lo que ha pasado en muchos países del mundo bastante interesantes. Por ejemplo, en el 
caso de Uganda toda su producción agropecuaria se hace sin pesticidas, por lo que se ha convertido en el 
primer país del mundo en donde toda su agricultura es orgánica y está vendiendo los mismos productos que 
vendía antes, hace cinco años, a un 25% más en el mercado europeo. Los mercados internacionales son más 
conscientes de los problemas de cáncer, de salud, que se generan con los metales pesados que producen los 
pesticidas y están dispuestos a pagar una diferencia mayor por alimentos que son mucho más saludables. 


Con respecto a la agricultura, que es tan importante para Uruguay, la idea es que se puede hacer muchísimo 
mejor, es decir, cómo generar más alimentos, pero conservando el agua y los suelos para garantizarlos a largo 
plazo. 


He finalizado la primera parte de mi exposición con respecto a la economía verde. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Les agradecemos su presencia. Para nosotros es importante toda 
la información que podamos recibir en cuanto a lo que está pasando en otros países. 


¿Conocen todo lo que se está haciendo en Uruguay? Me refiero, por ejemplo, a la transformación de la matriz 
energética. Somos un país chico en el que nos desfavorece la escala para algunas cosas y nos favorece para 
otras. Una de las cosas más importantes que se está haciendo a nivel de la vivienda, es el Programa de 
Integración de Asentamientos, que también está ligado al PNUD, por lo menos en la contratación de los 
técnicos y en todos los demás. En la construcción de barrios, el saneamiento es una condición "sine qua non" 
para trabajar. El saneamiento es bien importante teniendo en cuenta el nivel de la situación de precariedad de 
esos barrios. A veces hay convenios que son muy rígidos —como este con el BID porque obliga al país a 
hacer un saneamiento muy importante, lo que es muy bueno, pero no atiende en el mismo programa los 
baños, ya que muchas veces no están en condiciones de ser conectados al saneamiento. El país está 
invirtiendo una cifra muy importante en el saneamiento, se está endeudando por una decisión de mejorar la 
calidad de vida y del medio ambiente, pero no se contemplan esas cosas. Entonces, se pierde la integralidad 
del proyecto y hay que sacar de un lado y del otro; esas cosas tendrían que estar contempladas. Sé que este no 
es un programa de viviendas, pero si utilizamos el sentido común, atando las cosas, si uno hace el 
saneamiento, el baño tiene que estar, sobre todo en esos barrios en los que la precariedad es muy importante. 


En el país estamos trabajando en una estrategia. En esos barrios, al estar colgados de la energía, hay un uso 
desmedido de la misma porque todo es eléctrico. Se está trabajando en una canasta energética en la que tiene 
que ver ANCAP con el gas— para optimizar el uso de la energía en esos lugares donde hay mal uso, pero por 
la situación de precariedad. 


Sería bueno trasladar estas cosas que son muy importantes para el organismo que ustedes representan, que 
tiene vínculos a nivel internacional. Me refiero a la integralidad de los proyectos. Sé que este no es un 
programa de vivienda, sino de construcción de barrios, que está muy bien. Pero cuando el costo más 
importante es el saneamiento, el tema de los baños es fundamental. Así se pierde el impacto que debería tener 
porque en estos países no todo se puede coordinar al mismo tiempo. 


SEÑOR BALMELLI.- Fue muy interesante la primera parte de la exposición. Me parece importante 
que Naciones Unidas empiece a percibir que no se puede aplicar en todos lados la misma fórmula. ¡Por 
fin! Esta lucha la hemos tenido a lo largo de muchos años en este país, fundamentalmente por 
programas muy poco adaptados a las realidades locales, que fracasaban con el consiguiente 
endeudamiento. 


Me pareció muy interesante la propuesta sobre el tema de la construcción. Tenemos una serie de experiencias 
que muestran algunos éxitos y muchos fracasos en ese tipo de movidas de la población hacia otros sectores. 
Hay que tener mucho cuidado en ese sentido. 


También me pareció muy interesante lo que se dijo sobre el uso de la energía. La Dirección Nacional de 
Medio Ambiente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente está trabajando 
seriamente en el uso de energías alternativas. Hay que exigir a las nuevas construcciones que tengan en 
cuenta esas cosas, al igual que los materiales. 


La invitada mencionó que tiene un documento. Me interesa recibirlo; yo creo que a todos los Diputados acá 
presentes. No importa que sea extenso; nosotros lo leemos, porque esa es nuestra tarea. Sería un gusto 
recibirlo porque quizás podamos conseguir información a aplicar en nuestro país. En la normativa siempre es 
necesario basarse en documentación y en experiencias para evitar errores importantes. La normativa debe ser 
clara. 


La invitada también hizo referencia a las compras del Estado. Yo digo que las compras del Estado son claves. 
Acá tenemos graves discusiones con este tema. Hace poco discutimos en el Presupuesto sobre las compras 
del Estado y fui de los que más insistí en que el Estado tiene que mejorar sus compras, sus reglamentaciones 
y normativas que, en muchos casos, presenta excesivos controles; no quiero decir que no los deba tener. Las 
compras del Estado van a ser una palanca importante de mejora medioambiental. En Uruguay el Estado es 
uno de los mayores compradores. Es un país muy pequeño en población y territorio, por lo que eso será 
clave. 


SEÑORA ASTRÁLAGA.- El tema de las compras es sumamente importante porque en Latinoamérica 
el mínimo de compras de los Estados es de un 35%, pero en algunos países llega a un 65%; el 
comprador más importante es el Estado. 


Podemos compartir con ustedes algunas cosas que hemos hecho en otros países de la región, porque es 
fundamental. Con mucho gusto les podemos entregar todos nuestros documentos. 


SEÑOR MARTINO.- Quiero referirme al saneamiento. 


Nosotros, a través de Geo Uruguay hemos hecho evaluaciones del estado del ambiente en Uruguay en 
general y en distintas localidades. El año pasado hicimos una en Rivera y acabamos de terminar otra en 
Carmelo y en Rosario, donde surgió la situación de saneamiento. En general, en todas las pequeñas 
localidades se presenta este tema, pero en Rivera una de las cosas que recomendó el Geo fue que no siempre 
era necesario pasar a un sistema de saneamiento tradicional, sino que muchas veces el saneamiento 
alternativo es la solución. Inclusive, es el que se utiliza en muchas viviendas de MEVIR. En el caso de 
Carmelo la red de saneamiento cubre un porcentaje muy alto de la ciudad, pero el porcentaje de conexiones 
es muy bajo. Entonces, la recomendación fue un plan de apoyo para incrementar las conexiones desde la 
vivienda hacia el saneamiento, para aprovechar toda la infraestructura que ya está hecha por el Estado y no 
está siendo utilizada. 


Entregamos a la Comisión copias de Geo Carmelo, Geo Rosario y Geo Rivera. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Recientemente el Parlamento aprobó una ley que establece la obligación con 
ciertas facilidades de conectarse al saneamiento en los lugares donde existe red. Esto va a mejorar en 
forma sustancial la situación en aquellos lugares donde existe red, pero la gente no se conecta. 


SEÑORA ASTRÁLAGA.- Al respecto tenemos una experiencia muy interesante en Bolivia, donde el 
BID entregó gran cantidad de dinero, precisamente, para programas de saneamiento. Cuando 
llegamos a los pequeños poblados al lado del lago Titicaca, ellos nos dijeron que podían construir esas 
grandes infraestructuras, pero luego no las podían mantener, por lo que no tenía sentido que el país se 
endeudara con tantas infraestructuras para poblados pequeñísimos. Entonces, con las universidades, 
hemos hecho una investigación en los alrededores del lago Titicaca, tanto en Bolivia como en Perú, 
sobre cuáles son las alternativas para pequeños poblados. Hay muchas experiencias muy positivas en 
cada país y son algunos de los elementos que tenemos que tener en cuenta para esta región; esto es la 


cooperación sur sur. Por lo tanto sería bueno organizar viajes, visitas, intercambios entre 
parlamentarios, porque ello nos ayudaría en la modificación de las normas. 


A continuación me voy a referir a las normas de construcción, que es algo por lo que estamos abogando, 
porque los países que más han avanzado son los que cambiaron sus normas de construcción. El 30% del aire 
acondicionado se pierde por los techos de los edificios y casas. Esto suma en la cuenta de fin de mes de cada 
uno de nosotros en el invierno. En Panamá es bastante peor porque es todo el año que se suma. Hay ventanas 
que no cierran, paredes que no tienen ningún tipo de aislamiento. Estamos perdiendo energía todos los días y 
eso, en algunos países, tiene un gran costo. Por eso las normas de construcción son una prioridad muy grande 
para todos los países de nuestra región. 


El tema siguiente es gobernanza para el desarrollo sostenible. En esta área se están discutiendo las 
alternativas a nivel internacional para mejorar esta gestión del desarrollo sostenible 


Las alternativas que se están mirando apuntan a fortalecer los tres pilares del desarrollo sostenible: el social, 
el económico y el ambiental, y a garantizar que se integren. Cuando hacemos la evaluación de lo que pasó 
desde Río hasta ahora, vemos que se sigue trabajando en compartimientos y no hay una coordinación y una 
coherencia, lo que es indispensable para tener éxito en esto. Y esta incoherencia internacional es reflejo de la 
incoherencia a nivel nacional. Esto tiene que ver también con los compartimientos a nivel nacional. Cada 
agencia de Naciones Unidas tiene un punto focal nacional, de acuerdo con su mandato: nosotros somos 
medio ambiente y nos conectamos con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente; el desarrollo se conecta con el Ministerio de Desarrollo Social; las finanzas tienen relación con el 
Ministerio de Economía y Finanzas, y así cada uno va teniendo un Ministerio que es su contraparte. El 
problema que tenemos es de sinergias. Entiendo que ya se ha avanzado al nivel político más alto en Uruguay, 
pero es necesario crear un sistema práctico, a nivel técnico medio de los Ministerios, para ver cómo pueden 
trabajar juntos hacia ese mismo objetivo. 


Gran parte de la gobernanza tiene completamente que ver con la legislación, porque los Gobiernos asumen 
compromisos internacionales y luego hay que ver cómo se hace para que esos compromisos asumidos por los 
Presidentes o los Ministros de Relaciones Exteriores o de las diferentes Carteras se puedan aplicar en el país 
y hacer un seguimiento de su aplicación. Ahí es donde tenemos los grandes retos en América Latina, porque 
se aprueban las leyes, pero ¿cómo garantizamos, luego, que sean aplicadas? ¿Quién tiene que rendir cuentas 
sobre la aplicación? Como legisladores ustedes podrían tener informes de seguimiento de cómo se están 
cumpliendo las leyes que aprueban. Se sabe que cuando las leyes no se cumplen hay sanciones, pero ¿si se 
cumplen solo a medias? Es un poco lo que nos pasa con el medio ambiente. Por ejemplo, se aprueban normas 
sobre el estándar de la calidad del agua para consumo humano —o para pescar, nadar o hacer actividades 
recreativas—, pero cuando vamos a tomarla para su análisis, se aleja muchísimo de lo establecido. 


Por otra parte, una de las preocupaciones que tenemos en todo el sistema de medio ambiente, a nivel local, 
nacional e internacional, es la fragmentación de responsabilidades y la superposición. Por ejemplo, hay cinco 
Ministerios que tienen que ver con concesión de agua y cada uno da agua para distintas cosas, sin tener en 
cuenta el caudal real para hacerlo. Hay países donde la situación es bastante peor como, por ejemplo, el caso 
de Chile, donde hay quienes pueden ser dueños del agua hasta por cien años y cuando se acaban las 
concesiones de agua, venden la suya a un precio carísimo. Esas personas terminan vendiendo a 
intermediarios, que son los que hacen más dinero, mientras los pobladores locales no tienen acceso al agua. A 
partir de algunas evaluaciones que hemos hecho, hay treinta y cuatro leyes distintas con respecto a la gestión 
del agua, propuestas por distintos sectores, sin saber que existen las otras y, muchas veces, entrando en 
contradicción con las mismas. 


Entonces, dentro de la Oficina tenemos un departamento legal que también, a través del PARLATINO, apoya 
en la preparación de leyes marco que pueden tomar los distintos países adaptándolas a su realidad y a su 
necesidad, para que tengan algunos parámetros generales de lo mínimo que debería tener en cuenta una ley 
relativa a determinado tema. Por ejemplo, ahora estamos trabajando en lo que respecta a economía verde, al 
agua. 


Es decir que hay distintos elementos que están saliendo para este trabajo sobre legislación y normativa. 


SEÑOR AMARILLA.- Desde 1994 tenemos la ley de impacto ambiental. En el 2000 se aprobó una 
serie de normas de suma importancia en cuanto a la generación de un marco normativo. Tenemos la 
impresión de que en los últimos años ha habido un movimiento en la región, un cambio respecto a la 
explotación de recursos naturales, que ha generado una mayor presión. 


Tenemos la percepción de que si bien la normativa relacionada al medio ambiente está muy bien desde el 
punto de vista programático, a la hora de su cumplimiento efectivo se generan ciertas situaciones que evitan 
que logremos los objetivos planteados cuando se consagraron las normas. Algunos autores hablan del estado 
teatral del ambiente. Inclusive, en varias partes del país se han planteado algunos conflictos ambientales 
concretos y cuando se llega al Poder Judicial, tenemos otro agujero negro porque los Jueces no entienden el 
tema ambiental, les complica la vida, no se animan a incursionar en el tema, hay muy poca judicatura 
especializada. Entonces los ciudadanos se ven frustrados porque tenemos la Constitución, las leyes, pero 
cuando vamos a aplicar el tema a un caso concreto, se chocan contra una pared, inclusive, contra el propio 
Estado que, lamentablemente, debido a las circunstancias, termina convalidando ciertas situaciones de 
agresión al ambiente. 


Como legisladores no podemos resolver todos los problemas; lo que podemos hacer es generar el marco 
normativo y controlar su cumplimiento. Entonces, ante la proximidad de la Conferencia de Río+20, me 
gustaría saber cuál es para Naciones Unidas el desafío desde el Poder Legislativo para la actualización y 
generación de esta normativa y su efectivo cumplimiento. 


SEÑORA ASTRÁLAGA.- Hay varios puntos a tener en cuenta. 


Uno de ellos tiene que ver con los incentivos y desincentivos dentro de la ley. Está bien que haya sanciones 
por no cumplir la ley, pero también debe haber beneficios por cumplirla. Sé que en esto hay un tema ético: si 
cumplimos la ley nos beneficiamos todos, pero también hay un tema real y es que todos estamos mirando 
cómo nos beneficia algo al final del día. Entonces, los beneficios tienen que ser mayores a lo que se pierde si 
no se aplica la ley. Por ejemplo, tuvimos problemas muy grandes con las leyes de agua en América Latina. 
Gracias a la inteligente recomendación que recibimos en esa época del Banco Mundial, se pusieron sanciones 
a los que contaminaban "el que contamina paga" era lo que decíamos hace veinte o treinta años, pero resulta 
que se pusieron en números y a los cinco años esos montos no valían nada. Era una vergúenza lo que decían 
los contaminadores: "Es que yo incluyo en mi presupuesto las sanciones y me sale más barato pagar la 
sanción que tomar medidas". Entonces, en ese caso, la opción que adoptamos fue establecer la sanción en 
términos de salarios mínimos. Todos los países tienen un salario mínimo y este se aumenta cada año. Por lo 
tanto, las sanciones tendrían que expresarse en salarios mínimos para que aumenten todos los años y sean 
significativas para los que van a contaminar. 


La parte de incentivos es fundamental, pero también lo es la participación. Por ejemplo, en Panamá, hace 
pocos meses, la ciudadanía tumbó el nuevo Código Minero. Cerró las carreteras por semanas y semanas, y el 
Gobierno tuvo que bajar la cabeza y retirar el nuevo Código. 


(Diálogos) 


——- Yo les dije a ellos: "Consulten, siéntense con la gente, hablen del Código", no puede ser secreto hasta 
que se presenta, porque ahí está el resultado de eso. Si la ciudadanía ve cómo se beneficia con esas nuevas 
leyes, también puede asegurarse la rendición de cuentas: "Esto es lo que el Gobierno exige, estas son las 
reglas y esto es lo que hay que cumplir como la ciudadanía tiene derecho a exigir". 


Estas serían las tres áreas más importantes. 


Respecto a los Jueces, debo decir que es un tema fundamental. En Río se va a hacer una reunión de Jueces 
del mundo sobre el tema ambiental en la semana anterior a la Conferencia. Se está haciendo un esfuerzo para 
que entiendan el valor del daño ambiental y cómo ellos tienen que sentar jurisprudencia cuando se están 
evaluando estos casos. 


SEÑOR MARTINO.- Me voy a referir a la reglamentación de la ley de áreas protegidas. Como muchas 
veces no se cumplía con estas reglamentaciones, aquí en Uruguay, desde la Dirección de Medio 
Ambiente, a través del proyecto de áreas protegidas, se empezó a llevar a cabo un proceso de 


capacitación y participación en áreas rurales con policías y con Jueces para la aplicación de las 
normas, porque no se sabía cómo proceder cuando se agarraba a cazadores dentro de un área 
protegida con armas y con animales. Ese proceso de capacitación a Jueces y policías que deben actuar 
en el terreno fue clave para comenzar a ejercer las normas. 


SEÑORA ASTRÁLAGA.- Otro elemento importante es la modernización, porque tenemos leyes muy 
antiguas de cuando el nivel de conocimiento era otro. Las leyes deben actualizarse porque los asuntos 
emergentes aparecen todos los días. Hay países que viven con leyes del año 1966, 1972, 1975. Por 
ejemplo, en muchos países se cambió la ley de aguas. Se creó en 1994, pero ya en 2002 se conocían 
muchos más datos sobre impacto en salud humana, y eso requiere un cambio en la legislación y una 
modernización de las leyes para adaptarse a la realidad actual. 


SEÑORA PEREYRA (dona Susana).- Hay una cosa que me importa remarcar de nuestro país porque 
aquí el agua es estatal. Hicimos un plebiscito con el que defendimos las empresas públicas que se 
encargan de la energía, del agua y de las telecomunicaciones. Eso para nosotros es muy importante, 
porque no hay un interés empresarial sino de derecho, sobre todo en el agua. Por ejemplo, acá 
consideramos que el agua es un derecho humano, entonces para las zonas urbanas en las que hay 
asentamientos muy precarios, OSE la empresa encargada de la distribución del agua cuenta con un 
departamento que permite que, de inmediato, se coloque allí una canilla de agua y, por suerte, el agua 
que sale de nuestras canillas es potable. Me ha tocado ir a algunos lugares en donde nos alertan de la 
situación del agua. Estamos acostumbrados a lavarnos los dientes con el agua de la canilla. Es muy 
difícil disponer del agua envasada, porque uno tiene introyectada la potabilidad del agua cuando sale 
de la canilla. 


Entonces, nuestra escala nos permite realizar estas cosas, pero también está la intención de preservar las 
empresas públicas, que no deben ser pensadas para intereses económicos sino al servicio de la población. La 
mayoría del pueblo decidió para que estas tres empresas, que son de importancia, no sean pensadas para 
ganancia comercial sino para el servicio, porque a una empresa no le importa si la población tiene o no agua. 
Además, sucedió que la conexión era más cara al igual que el costo. Por suerte, hoy volvimos a que sea 
estatal. Se están dando todos los pasos. Para nosotros eso es cuidar las empresas públicas a fin de obtener 
calidad de vida y beneficio de la población en general sin especulaciones y sin empresas privadas, que sea el 
Estado el que preserva, entonces donde gana invierte. De todos modos falta por hacer; creemos que nada es 
perfecto. A nivel de poblaciones del interior, se está implementando un programa de vivienda, que acabamos 
de votar, que tiene mucho que ver con la solidaridad; se trata del Plan Juntos. Es bueno que, para ello, se usen 
materiales de acuerdo con la zona —porque a veces llevábamos de Montevideo a Rivera la madera y los 
ladrillos, cuando allí son muy baratos y la propia población puede ganar. Inclusive, se hicieron cooperativas 
para la gente que se ocupaba de hacer ladrillos y que estaba en situación no formal, a fin de poder venderlos 
al Estado, que tiene requisitos para las compras. Todas esas cosas se están haciendo, de manera lenta, porque 
nuestro Estado es muy lento y burocrático pero, por lo menos, tenemos la visión y la puntería de a dónde 
llevarlo, que es un punto de partida interesante. 


Es cierto que en Uruguay se habla del medio ambiente. No lo tenemos muy presente como medio ambiente, 
pero el país, lo chico y la historia o nuestra idiosincrasia, naturalmente, hacen que preservemos muchas cosas 
y deterioremos otras que no tenemos presente. Un debe enorme en este país es la disposición final de 
residuos. Nos ocupa, nos preocupa, pero no hemos podido encontrarle la vuelta. Esa es una falla de la que, 
indudablemente, tenemos que hacer un "mea culpa", porque desde el punto de vista del medio ambiente, es 
uno de los temas más graves que tenemos. 


SEÑOR AMARILLA.- Sin ánimo de polemizar, pero como la Diputada Pereyra abarcó tantos temas e 
hizo un folleto publicitario de la Administración en pocos segundos, quiero mostrar el estado teatral 
del ambiente diciendo que la Constitución de la República dice que la ley por 3/5 podrá utilizar el 
suministro de agua a otro país. De aquí se desprende que, teóricamente, no podríamos estar 
exportando agua. Sin embargo, esta empresa francesa está sacando miles de litros por año a otros 
países, inclusive fuera de la región. Además, las autoridades públicas han hecho gestiones para impedir 
las trabas de exportación, por ejemplo, a Brasil. Vean hasta dónde va el estado teatral que se establecen 
normas, se llama a voluntad popular, pero luego no se está cumpliendo. Por eso el desafío de los 
legisladores es establecer normas de protección del ambiente y de los recursos naturales e intentar que 


desde su diseño se piense en cómo generar el cumplimiento, para no provocar una frustración en la 
sociedad. 


SEÑOR MARTINO.- Recuerdo que cuando era niño en la escuela se enseñaba que el agua en Uruguay 
sobraba, que nunca iba a faltar. Es interesante ver cómo ha ido cambiando la situación y cómo cada 
vez es mayor la presión que se está generando hacia el agua con respecto a los sistemas productivos. 


Hace poco vimos informes de OSE que mencionaban la presencia de atrazina en el agua. Seguía siendo 
potable, pero fue una señal de alerta. Se detectó en varias lagunas costeras de las cuales se extrae agua, la 
presencia de xenobacterias que no se pueden filtrar como se hace tradicionalmente. Si bien en Uruguay 
siempre vimos el agua como un "dado" hay un aumento de presión al respecto. Seguimos siendo el Estado de 
la región con mayor porcentaje de cobertura de agua potable —98%— , pero los costos para mantenerlo van 
creciendo y las presiones continúan aumentando. Entonces, permitir que determinados sectores contaminen 
puede levantar la producción en determinados lugares, pero los costos se pagan en otros lados. En el caso de 
Uruguay, es el Estado el que termina pagando los costos para mantener el agua potable. Este es uno de los 
temas claves, además de las formas de exportación. En otros países no solo la miden como agua en sí, porque 
cuando uno exporta leche está exportando agua, asimismo con otros productos que tienen un componente 
muy fuerte de agua. En ese sentido, estamos trabajando en un proyecto que mide, no solo la calidad sino la 
cantidad del agua. Es un proyecto de caudales ambientales para ver cuáles son los mínimos que precisamos 
en distintas partes del país, a fin de mantener un eco sistema que siga funcionando. 


SEÑOR BALMELLL.- El agua es muy importante. 


Ustedes mencionaron hoy en alguna parte del informe que había lugares en donde se estaba haciendo todo un 
trabajo de reciclaje del agua. Nosotros no reciclamos el agua y ese es uno de los déficit mayores y creo que 
viene por lo que planteaba el señor Martino acerca de la cultura uruguaya, en cuanto a que tenemos la cultura 
de que el agua existe y existirá siempre y toda la que queramos, y que la podemos tirar y usarla para regar, 
cuando en otros países la gente está siendo afectada en su salud por su falta. Nosotros la tiramos en el water, 
de lo que mucha gente se extraña. Me parece importante —ya lo he planteado a algunas autoridades del 
Ministerio cuando estuvo presente el señor Jorge Rus que la normativa de reciclaje se aplique en los sectores 
constructivos. No puede ser que estemos usando el agua así, porque dentro de unos años esto va a ser vital. 
No tenemos Fuerzas Armadas que nos protejan si algún día vienen y nos quieren sacar el agua. Estamos 
arriba de una de las grandes reservas, entonces es importante empezar a cuidar en los temas constructivos, no 
solamente la energía sino también el agua, que es uno de los temas fundamentales. Lo mismo para las 
empresas que cada vez demandan más agua: exigirles su reciclaje. 


Otro tema que me importa señalar es el de los castigos económicos que no han sido positivos. ¿Por qué? 
Porque a veces pensamos que solo por economía vamos a hacer que la gente cumpla y es verdad. Estoy 
convencido de que si la ganancia es mayor a la gente no le importa pagar, por más daño que haga al 
ambiente. Ese es el tipo de cultura y de sociedad capitalista que tenemos y que va a seguir por mucho tiempo, 
por más que los sectores empresariales se llenen la boca diciendo que somos muy verdes ahora. Ese es un 
tema comercial, más que nada; no se aplica, ni siquiera en Europa. Hay muy pocos casos. Conozco el de 
Alemania, en donde realmente hay un control tan estricto que es como una necesidad vital para la empresa 
asegurar que su calificación de no contaminante o de uso racional de los recursos es positivo, pero en 
Latinoamérica no; de todas formas es no siempre. 


Soy de los que piensan que hay que tener la formación para calcular el daño ambiental causado y entrar a un 
sistema que permita cobrar por ello. Me parece muy importante que en minería se esté exigiendo inversión, 
porque el daño que se va a causar con la gran minería debe ser asumido por la empresa que realiza esa 
explotación. Por más que sea caro, tenemos que cuidarlo porque es el tema vital para el futuro del país y de la 
región. 


Nos interesa que nos traigan ejemplos o ideas, porque ustedes tienen un poco más de información 
internacional, de otro tipo de sanciones. 


SEÑORA ASTRÁLAGA.- Con respecto al último tema, quiero decir dos cosas. 


Por un lado, que el año pasado en Brasil se inició un índice de sostenibilidad que permite que un Consejo 
evalúe la sostenibilidad de las empresas. Lo que hemos visto con ese índice, que se maneja también con la 
Bolsa de Valores del país, es que las empresas cuyas acciones suben, son las de mayor índice de 
sostenibilidad. Esto ha creado una competencia interna para ver quién gana en los primeros cinco lugares, 
porque saben que sus acciones van a subir de precio. Entonces, está cambiando un poco la situación gracias a 
ideas innovadoras que logran esa competencia entre ellas mismas, ya no con reglamentación sino con 
estímulos financieros que es lo que ellos ven. 


Con respecto a las sanciones económicas creo que hay muchas formas, pero hay una, que realmente no es una 
sanción, que tiene mucho que ver con lo que se hablaba del cálculo ambiental previo a que se apruebe el 
proyecto. Tenemos el ejemplo de la gran minera de carbón de cielo abierto de Colombia que, en su momento, 
era la operación de cielo abierto más grande del mundo, en el que en todo el proceso de evaluación se 
hicieron los cálculos de cuánto se iba a necesitar por año para el seguimiento del proyecto, y de nuevo 
volvemos a las condiciones. Si hace una resolución detalladísima de todas las condiciones, pero no se puede 
hacer el seguimiento de lo que están botando al aire y al agua y de cómo están manejando los recursos, ellos 
hacen cualquier barbaridad y, en realidad, el Estado no tiene los recursos financieros, por ejemplo, para hacer 
esos análisis de calidad de agua que requieren una definición muy detallada y son muy costosos. 


Dentro de esta resolución se incluyó que la Excon, que era la propietaria de la mina, tendría que hacer una 
contribución anual durante la vida útil del proyecto, y sería responsable del costo total del seguimiento, del 
monitoreo, de los análisis. ¿Qué pasa después de que se acaba el proyecto? La responsabilidad de ellos es 
restaurar el sitio y en el proceso de los veinte o veinticinco años de vida útil del proyecto empezar a crear 
otras opciones de vida, porque sabemos que en los pueblos mineros se crea un desarrollo novedoso y luego se 
va la mina y la gente queda sin trabajo y sin alternativas. Entonces, parte de los requisitos antes de comenzar 
es ayudar a crear estas nuevas alternativas de vida para la población en los alrededores y todas las funciones 
que tienen que cumplir desde el punto de vista social y económico, además de las regalías que tienen que dar 
por los beneficios que sacan de la minería. 


Es difícil hacer el cálculo del daño ambiental previsto hacia futuro, pero es importantísimo, así como también 
tener la flexibilidad en estas autorizaciones para modificarlo de acuerdo a cómo van saliendo asuntos 
emergentes. O sea que no esté escrito en hierro, plata o roca y que no se pueda modificar, sino que cada cinco 
años se hagan modificaciones de acuerdo a cómo se vea la operación, los resultados y los impactos del 
proyecto. 


Con mucho gusto también podemos compartir información sobre los otros casos que tenemos en la región. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia porque, sin lugar a dudas, el tema del medio 
ambiente está y debe seguir estando en la agenda prioritaria de todo Estado que quiere apuntar al 
desarrollo. En nuestro caso a ser un país desarrollado, en el caso de los países desarrollados a seguir 
siéndolo, en la medida de tener un desarrollo sustentable, en armonía con el medio ambiente. Por lo 
tanto, es muy valioso para nosotros recibir los aportes que hoy nos han brindado. También es muy 
importante, como lo expresó el Diputado Balmelli, contar con la documentación que nos puedan 
enviar, porque sería muy enriquecedor y un insumo de primera categoría, a los efectos de la actividad 
particular de cada uno de los representantes, relacionadas con la legislatura. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


